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Número 2.

Denominación del procedimiento administrativo: Cali-
ficaciones e inscripciones, anotaciones y cancelaciones
de fusión propia o por absorción y escisión de coope-
rativas.

Normativa reguladora: Decreto 33/1993, de 9 de
febrero.

Plazo máximo de resolución y notificación: Tres
meses.

Efecto del silencio administrativo: Desestimatorio.

Número 3.

Denominación del procedimiento administrativo: Cali-
ficaciones e inscripciones, anotaciones y cancelaciones
del acuerdo de disolución y de liquidación, así como
la transformación de cooperativa en sociedad limitada
o de sociedad limitada en cooperativa.

Normativa reguladora: Decreto 33/1993, de 9 de
febrero.

Plazo máximo de resolución y notificación: Tres
meses.

Efecto del silencio administrativo: Desestimatorio.

Departamento de Universidades, Investigación
y Sociedad de la Información

Número 1.

Denominación del procedimiento administrativo:
Reconocimiento de universidades privadas.

Normativa reguladora: Ley Orgánica 6/2001, de 21
de diciembre, de Universidades, y Real Decreto
557/1991, de 12 de abril.

Plazo máximo de resolución y notificación: Doce
meses.

Efecto del silencio administrativo: Desestimatorio.

Número 2.

Denominación del procedimiento administrativo:
Creación, reconocimiento, reordenación y revocación de
centros docentes universitarios, e implantación y revo-
cación de la implantación de enseñanzas conducentes
a la obtención de títulos con validez académica oficial
en estos centros.

Normativa reguladora: Decreto 258/1997, de 30 de
septiembre.

Plazo máximo de resolución y notificación: Seis
meses.

Efecto del silencio administrativo: Desestimatorio.

Número 3.

Denominación del procedimiento administrativo:
Aprobación de la adscripción y la desadscripción de cen-
tros docentes de enseñanza superior, así como de la
autorización y la revocación de la implantación de ense-
ñanzas en dichos centros.

Normativa reguladora: Decreto 390/1996, de 2 de
diciembre.

Plazo máximo de resolución y notificación: Seis
meses.

Efecto del silencio administrativo: Desestimatorio.

25140 LEY 24/2002, de 18 de noviembre, de Crea-
ción de la Especialidad de Educación Social
en el Cuerpo de Diplomados de la Genera-
lidad.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y

de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de autonomía de Cataluña, promulgo la siguien-
te Ley 24/2002, de 18 de noviembre, de Creación de
la Especialidad de Educación Social en el Cuerpo de
Diplomados de la Generalidad.

PREÁMBULO

Las resoluciones del Parlamento 936/V, de 13 de
mayo de 1999, y 306/VI, de 8 de noviembre de 2000,
han instado al Gobierno a crear un cuerpo específico
de educadores sociales dentro de la estructura de la
función pública de la Generalidad. Con relación a esta
cuestión debe tenerse en cuenta que, en lo que concierne
a la normativa que regula los cuerpos de funcionarios
de la Generalidad, la Ley 9/1986, de 10 de noviembre,
de Cuerpos de Funcionarios de la Generalidad, creó los
cuerpos que llevan a cabo tareas de carácter profesional
derivadas directamente de la titulación académica nece-
saria para poder acceder a los mismos. Entre éstos, el
artículo 2 creó el Cuerpo de Diplomados de la Gene-
ralidad, correspondiente al nivel de titulación del grupo B.

Con la finalidad de cumplir dichas resoluciones par-
lamentarias, utilizando el diseño actual de la estructura
de la función pública de la Generalidad, la presente Ley
crea la especialidad de educación social en el Cuerpo
de Diplomados de la Generalidad, para ingresar en la
cual se exige estar en posesión del título de diplomado
o diplomada en educación social, establecido por el Real
Decreto 1420/1991, de 30 de agosto; cualquier otro
debidamente homologado u otra diplomatura o licen-
ciatura.

La tarea de los educadores sociales puede ser tanto
de animación sociocultural como de trabajo educativo
particularizado, según el tipo de institución y el encargo
profesional que reciban. Asimismo, su actividad com-
prende diversas franjas de edad, diversos ámbitos y diver-
sas problemáticas, lo que hace necesaria una buena for-
mación inicial, de modo que puedan asumir la respon-
sabilidad profesional en las mejores condiciones. En este
sentido, hay que remarcar la importancia de una for-
mación inicial que permita el acceso a la profesión y
de una formación continuada para la capacitación de
los profesionales ante las nuevas necesidades que gene-
ra el contexto social.

Al mismo tiempo, la presente Ley regula los diferentes
sistemas de acceso a la nueva especialidad del personal
funcionario y laboral que presta o ha prestado servicios
de educador o educadora social en el ámbito de la Admi-
nistración de la Generalidad.

En cuanto a los funcionarios del grupo B que prestan
o han prestado servicios de educador o educadora, la
presente Ley posibilita su integración directa en la nueva
especialidad siempre y cuando posean la titulación de
educador o educadora social, cualquier otra debidamen-
te homologada u otra diplomatura o licenciatura; que
ocupen, además, puestos de educador o educadora con
carácter definitivo, y que ejerzan funciones de educador
o educadora social. Asimismo, regula aspectos especí-
ficos del acceso por promoción interna a la especialidad
de educación social de determinados funcionarios del
grupo C que prestan o han prestado servicios como edu-
cador o educadora con destino definitivo, siempre y cuan-
do posean la titulación mencionada.

En lo que concierne al personal laboral, la presente
Ley establece el correspondiente proceso de conversión
en funcionarios, en la especialidad de educación social
del Cuerpo de Diplomados, del personal laboral fijo del
grupo B que esté prestando servicios con la categoría
de convenio de educador o educadora social.
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Finalmente, establece un régimen transitorio de acce-
so a la nueva especialidad, al cual puede acogerse deter-
minado personal interino y laboral temporal que, en la
fecha de entrada en vigor de la presente Ley, presta
servicios como educador o educadora social.

CAPÍTULO I

La especialidad de educación social

Artículo 1. Funciones.

1. Se crea la especialidad de educación social den-
tro del Cuerpo de Diplomados de la Generalidad.

2. Las funciones que deben desarrollar los miem-
bros de la especialidad de educación social del Cuerpo
de Diplomados de la Generalidad son las derivadas del
ejercicio profesional de su titulación académica, en espe-
cial en los campos de la educación no formal, de la
educación de adultos, incluidos los de la tercera edad,
de la inserción social de personas desadaptadas o dis-
capacitadas y de la acción socioeducativa.

Artículo 2. Proceso selectivo.

Para acceder a la especialidad de educación social
hay que superar el correspondiente proceso selectivo
y poseer el título de diplomado o diplomada en educación
social, correspondiente al nivel de titulación del grupo
B, o cualquier otro título debidamente homologado con
el de diplomado o diplomada en educación social.

CAPÍTULO II

Acceso a la especialidad de educación social

Artículo 3. Integración de funcionarios del grupo B.

1. Los funcionarios del grupo B de la Administración
de la Generalidad que prestan o han prestado servicios
ocupando puestos de trabajo de educador o educadora
con carácter definitivo y ejerciendo funciones de edu-
cador o educadora social se integran directamente en
la especialidad de educación social del Cuerpo de Diplo-
mados, siempre y cuando posean la titulación de edu-
cador o educadora social, cualquier otra debidamente
homologada u otra diplomatura o licenciatura.

2. La Secretaría General de Administración y Fun-
ción Pública debe abrir una convocatoria a fin de que
los funcionarios que lo soliciten y que cumplan los requi-
sitos que establece el apartado 1 puedan integrarse en
la especialidad de educación social del Cuerpo de Diplo-
mados de la Generalidad.

3. El personal que ocupa un puesto de educador
o educadora y se integra en la especialidad de educación
social del Cuerpo de Diplomados se mantiene en el mis-
mo puesto de trabajo, con las mismas condiciones de
provisión y en la situación administrativa que le corres-
ponda en el Cuerpo de origen.

4. Las vacantes que existan de la especialidad de
educación social, según las disponibilidades, pueden
ofrecerse a los funcionarios que se integren en la nueva
especialidad pero que no estén ocupando un puesto de
trabajo de educador o educadora. Estos funcionarios pue-
den continuar en su puesto de trabajo y quedan, con
respecto al nuevo Cuerpo, en la situación administrativa
que les corresponda; también pueden participar en los
sistemas ordinarios de provisión de la especialidad de
educación social.

Artículo 4. Turnos especiales de promoción interna.

1. Los funcionarios del grupo C de la Administración
de la Generalidad que prestan o han prestado servicios
ocupando un puesto de trabajo de educador o educadora
con carácter definitivo y ejerciendo funciones de edu-
cador o educadora social pueden participar en turnos
especiales de promoción interna para el acceso a la espe-
cialidad de educación social del Cuerpo de Diplomados
de la Generalidad, siempre y cuando posean la titulación
de diplomado o diplomada en educación social, cualquier
otra debidamente homologada u otra diplomatura o
licenciatura.

2. Los funcionarios de la Administración de la Gene-
ralidad a que hace referencia el apartado 1 pueden aco-
gerse a la promoción interna especial que establece el
presente artículo y pueden participar en los tres procesos
selectivos que se convoquen a partir de la entrada en
vigor de la presente Ley.

3. Los funcionarios a que hace referencia el apar-
tado 2 que ocupan un puesto de educador o educadora
y que acceden a la especialidad de educación social
por promoción interna se mantienen en el mismo puesto
de trabajo, si lo ocupaban con carácter indefinido, el
cual debe ser reclasificado en el grupo B, y quedan en
la situación administrativa que les corresponda en el
Cuerpo de origen.

4. Las vacantes que existan de la especialidad de
educación social, según las disponibilidades, pueden
ofrecerse a los funcionarios que accedan a la nueva espe-
cialidad por promoción interna pero que no estén ocu-
pando un puesto de trabajo de educador o educadora.
Estos funcionarios pueden continuar en su puesto de
trabajo y quedan, con respecto al nuevo Cuerpo, en la
situación administrativa que les corresponda; también
pueden participar en los sistemas ordinarios de provisión
de la especialidad de educación social.

Artículo 5. Situación de los funcionarios que no acce-
den a la especialidad.

Los funcionarios que ocupen un puesto de trabajo
de educador o educadora y que, de acuerdo con lo esta-
blecido por los artículos 3 y 4, no accedan a la espe-
cialidad de educación social del Cuerpo de Diplomados
permanecen en el puesto de trabajo que ocupan, el cual
debe declararse a extinguir, sin perjuicio de la posibilidad
de participar en los concursos correspondientes a su
Cuerpo.

CAPÍTULO III

Acceso del personal laboral e interino a la especialidad
de educación social

Artículo 6. Acceso del personal laboral a la especialidad
de educación social.

1. El Gobierno debe determinar las plazas de per-
sonal laboral con la categoría de educador o educadora
social, de acuerdo con el quinto Convenio colectivo de
la Administración de la Generalidad, que deben ser ocu-
padas por personal funcionario.

2. Los trabajadores laborales fijos de plantilla que
ocupan las plazas clasificadas para personal funcionario
pueden participar en las pruebas selectivas específicas
que se convoquen para ingresar en la especialidad de
educación social del Cuerpo de Diplomados de la Gene-
ralidad, siempre y cuando posean la titulación de diplo-
mado o diplomada en educación social, cualquier otra
debidamente homologada u otra diplomatura o licen-
ciatura. Los procesos selectivos deben hacer referencia
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tan sólo a los temas generales del Cuerpo de Diplomados
y no a los específicos de educación social, que se con-
sideran superados o alcanzados.

3. El personal que acceda a la especialidad de edu-
cación social del Cuerpo de Diplomados mediante el
proceso de conversión en personal funcionario se man-
tiene en el mismo puesto de trabajo que ocupaba y con
las mismas condiciones de provisión.

4. El personal laboral fijo de plantilla que preste
servicios como educador o educadora social y no se
convierta en funcionario en la especialidad de educación
social del Cuerpo de Diplomados en los términos fijados
por los apartados 1, 2 y 3 permanece en la plaza que
ocupa, destinada a ser ocupada por personal funcionario.

Artículo 7. Acceso del personal interino y en régimen
temporal a la especialidad de educación social.

1. El personal interino y el personal laboral con con-
trato temporal que, en la fecha de entrada en vigor de
la presente Ley, preste servicios como educador o edu-
cadora en el ámbito de la Administración de la Gene-
ralidad o que acredite haber prestado con anterioridad
tres años de servicios puede participar, excepcionalmen-
te, sucesivamente y sin solución de continuidad, en las
tres primeras convocatorias para el acceso a la espe-
cialidad de educación social por el sistema de concurso
oposición, siempre y cuando posea alguna licenciatura
o diplomatura. Los procesos selectivos deben hacer refe-
rencia tan sólo a los temas generales del Cuerpo de
Diplomados y no a los específicos de educación social,
que se consideran superados o alcanzados. En todo caso,
en la fase de concurso debe tenerse en cuenta, espe-
cialmente, el tiempo de servicios prestados como edu-
cador o educadora social.

2. El personal en régimen temporal que no supere
los procesos selectivos mencionados en el apartado 1
cesa, de acuerdo con las necesidades de los servicios,
en su cargo en la Administración de la Generalidad.

Disposición transitoria primera. Plazo para obtener la
titulación requerida.

El personal afectado por lo establecido por los ar-
tículos 3, 4 y 6 que no tenga la licenciatura o la diplo-
matura universitarias, u otra titulación equivalente, dis-
pone de un plazo de cinco años para obtener la titulación
de diplomado o diplomada en educación social o cual-
quier otra debidamente homologada. Una vez obtenida
dicha titulación dentro del plazo establecido, puede ejer-
cer el derecho a acceder a la especialidad de educación
social en las condiciones establecidas por los artículos
mencionados.

Disposición transitoria segunda. Acceso a la especia-
lidad de educación social de los funcionarios de los
grupos B y C que han prestado servicios con carácter
provisional.

Los funcionarios de los grupos B y C de la Admi-
nistración de la Generalidad a que se refieren los artícu-
los 3.1 y 4.1 también pueden, respectivamente, inte-
grarse en la nueva especialidad de educación social del
Cuerpo de Diplomados o participar en los turnos espe-
ciales de promoción interna para acceder, si han pres-
tado servicios en puestos de educador o educadora
social, con carácter provisional e ininterrumpidamente,
durante un periodo mínimo de cinco años, que debe
haberse iniciado antes del día 28 de agosto de 2001,
fecha de aprobación por el Gobierno del proyecto de
la presente Ley.

Disposición final primera. Desarrollo y aplicación.

Se autoriza al Gobierno y al consejero o consejera
del Departamento de Gobernación y Relaciones Insti-
tucionales para que, en el ámbito de sus competencias,
dicten las disposiciones necesarias para desarrollar y apli-
car la presente Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entra en vigor el día siguiente de
haber sido publicada en el «Diario Oficial de la Gene-
ralidad de Cataluña».

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum-
plimiento y que los tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 18 de noviembre de 2002.

JOSEP MARIA PELEGRÍ I AIXUT,

Consejero de Gobernación
y Relaciones Institucionales

JORDI PUJOL,

Presidente

(Publicada en el «Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña» número 3775,
de 4 de diciembre de 2002)

25141 LEY 25/2002, de 25 de noviembre, de Medi-
das de apoyo al regreso de los catalanes emi-
grados y sus descendientes, y de segunda
modificación de la Ley 18/1996.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de autonomía de Cataluña, promulgo la siguien-
te Ley 25/2002, de 25 de noviembre, de Medidas de
apoyo al regreso de los catalanes emigrados y sus des-
cendientes, y de segunda modificación de la Ley
18/1996.

PREÁMBULO

A lo largo de la segunda mitad del s. XIX y primera
del XX la emigración catalana al exterior fue bastante
importante. Es difícil determinar el número de ciudada-
nos de los Países Catalanes que emigraron a otros países,
ya que las estadísticas oficiales no ofrecen datos anuales
continuados del movimiento migratorio hasta 1882, ni
tampoco se dispone de datos cruzados sobre las zonas
de origen de los emigrantes y los países de destino.
Por otro lado, hace falta añadir que hasta los años cin-
cuenta sólo se contabilizaban datos sobre la emigración
transoceánica.

Las causas de este fenómeno son varias y, a grandes
rasgos, pueden clasificarse en causas de tipo económico
y de tipo social. En lo que concierne a las causas eco-
nómicas, el inicio de la transición demográfica y el impor-
tante aumento de población que ésta produjo provo-
caron que un país basado en la actividad agraria como
era Cataluña en aquel momento no pudiera asumir todo
este crecimiento demográfico. Por otro lado, el gran éxo-
do de población rural que se dirigía a las ciudades no
podía ser absorbido, ya que el proceso de industriali-
zación se encontraba todavía en sus inicios.

Es por ello que los emigrantes procedentes de los
Países Catalanes eran, mayoritariamente, jornaleros y
pequeños agricultores que buscaban en la emigración
una mejora de su situación sociolaboral.


